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INFORME No. 70/10
PETICIÓN 11.587
ADMISIBILIDAD

CÉSAR GUSTAVO GARZÓN GUZMÁN
ECUADOR

12 de julio de 2010
I.
RESUMEN

1. El 8 de noviembre de 1994 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición presentada por la Comisión Ecuménica de Derechos Humanos (CEDHU) (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República del Ecuador por la desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán, el 10 de noviembre de 1990 en la ciudad de Quito, República del Ecuador y la falta de esclarecimiento judicial de los hechos.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, las garantías judiciales y la protección judicial establecidos en los artículos 4, 8(1) y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”) en concordancia con el artículo 1(1) del mismo Tratado.  Por su parte, el Estado alegó que los reclamos de los peticionarios eran inadmisibles por falta de agotamiento de los recursos internos, duplicación de procedimientos internacionales ante el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la Organización de las Naciones Unidas y asimismo, consideró que los peticionarios solicitan a la Comisión que se pronuncie como un tribunal de cuarta instancia.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar admisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 4(1), 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) y, en aplicación del principio iura novit curia, los artículos 3, 5 y 7 de la Convención Americana y el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas notificar a las partes y ordenar la publicación del informe en su Informe Anual a la Asamblea General.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La Comisión registró la petición bajo el número 11.587 y el 24 de abril de 1995 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de noventa días para presentar información, de conformidad con el artículo 34 del Reglamento vigente.  El 5 de marzo de 1996 la CIDH reiteró al Estado su solicitud de información.  El 19 de abril de 1996 el Estado remitió su respuesta.  El 20 de mayo de 1996 la CIDH solicitó información adicional al Estado, la cual fue remitida mediante comunicación de 2 de julio de 1996.  La Comisión trasladó a los peticionarios la información suministrada por el Estado con un plazo de 45 días para presentar sus observaciones.
5. El 13 de agosto de 1996 se recibió en la Comisión una comunicación de los peticionarios en la que indicaron que los documentos suministrados por el Estado son los mismos de los que ellos ya tendrían conocimiento y no habría habido ningún avance en las investigaciones.  El 30 de abril de 1999 y el 17 de julio de 2001 la Comisión solicitó al Estado información actualizada sobre el asunto de referencia.  El 2 de abril de 2009 la CIDH solicitó a los peticionarios información actualizada sobre el asunto de referencia.  El 3 de agosto de 2009 se recibió en la CIDH un escrito de los peticionarios con información actualizada, el cual fue trasladado al Estado para sus observaciones.  El 16 de abril de 2010 el Estado presentó sus observaciones finales, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para su conocimiento.  El 28 de junio de 2010 los peticionarios presentaron un escrito de información adicional, el cual fue transmitido al Estado para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
6. Los peticionarios alegan que el escritor César Gustavo Garzón Guzmán (32) desapareció el 10 de noviembre de 1990, aproximadamente a las 12:00 AM, cuando salía de la Discoteca Son Candela ubicada en la Avenida Amazonas y Reina Victoria en la ciudad de Quito con dirección a su domicilio.  Alegan que para el momento de los hechos César Gustavo Garzón se encontraba preparando la tesina para su grado de doctor en literatura de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador.

7. Como antecedente, los peticionarios indican que el 7 de agosto de 1989 César Gustavo Garzón fue detenido por miembros del Servicio de Investigación Criminal de Pichincha.  Alegan que fue incomunicado por cuatro días y torturado durante los primeros días de su detención a fin de que confesara pertenecer a un grupo armado ilegal.  Alegan que posteriormente fue trasladado a la Prisión García Moreno donde permaneció más de 13 meses hasta que el 7 se septiembre de 1990 fue liberado en razón de que el juez de la causa declaró el sobreseimiento definitivo.
8. Indican que la noche de su desaparición la madre de César Gustavo Garzón preguntó a familiares y amigos si tenían noticias de él y al día siguiente se dirigió a diversas clínicas, hospitales, cárceles e inclusive la morgue a fin de dar con su paradero.  Alegan que a las 6:00 PM sus familiares acudieron al Servicio de Investigación Criminal de Pichincha a fin de denunciar la desaparición, sin embargo dicho órgano se habría negado a recibir la denuncia por que no habían transcurrido 48 horas desde la desaparición.
9. Alegan que el 14 de noviembre de 1990 varios compañeros de estudio de César Gustavo Garzón denunciaron su desaparición ante diversos medios de comunicación como los diarios El Comercio, La Hora, Últimas Noticias, Radio Quito y Radio Tarqui.  Indican que el 16 de noviembre de 1990 se interpuso una denuncia ante el Servicio de Investigación Criminal de Pichincha.
10. Los peticionarios indican que el 23 de noviembre de 1990 se interpuso una denuncia ante el Congreso Nacional, cuyo Presidente dirigió una comunicación al Director Nacional de la Policía instando a que se investigue el hecho.  Indican también que el 28 de noviembre de 1990 escritores de Pichincha realizaron una denuncia pública por la desaparición de César Gustavo Garzón.  Indican que el 29 de noviembre de 1990 se interpuso una denuncia ante el Tribunal de Garantías Constitucionales, el cual remitió la denuncia al Ministerio de Gobierno y Policía.

11. Alegan que el 8 de enero de 1991 la Jefatura Provincial de Investigación Criminal de Pichincha rindió un parte informativo dando a conocer las investigaciones realizadas hasta ese momento en relación con la desaparición de César Gustavo Garzón, en el cual señalan que no ha sido posible obtener indicio alguno de su desaparición y que continuarían con las investigaciones.
12. Alegan que a partir de ese momento se realizaron diligencias ante diversas autoridades solicitando se adelanten investigaciones serias y exhaustivas para esclarecer los hechos.  Concretamente, se dirigieron comunicaciones al Presidente de la República Rodrigo Borja el 7 de noviembre de 1991 y el 8 de julio de 1992 y al Presidente de la República Sixto Durán Ballén el 5 de agosto de 1992.  Asimismo, en 1992 se llevó a cabo una reunión con el Subsecretario de Gobierno, Félix López, quien argumentó que no tenía información sobre la desaparición de César Gustavo Garzón y ofreció ordenar de inmediato una investigación.

13. Los peticionarios alegan que en mayo de 2003 el Diario El Comercio publicó que un ex Oficial del Ejército Nacional afirmó que el Comandante General de la Policía conocería donde se encontrarían los restos de César Gustavo Garzón.  Indican que en junio de 2003 una nueva publicación del Diario El Comercio ratificó la información publicada en mayo de 2003.  Alegan que ante dichas noticias se dirigieron comunicaciones al Ministro de Defensa y al Ministro de Gobierno solicitando investigaciones exhaustivas a fin de esclarecer los hechos, sin que se haya recibido respuesta.
14. Alegan además que el Estado habría señalado en el año 2007 ante el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas de la Organización de las Naciones Unidas que según información del Jefe Provincial de la Policía Judicial de Pichincha César Gustavo Garzón estaba aún detenido, lo cual los peticionarios alegan es falso puesto que ante diversas solicitudes y denuncias de sus familiares sobre su desaparición no se les habría informado que estaba detenido y no desaparecido y el lugar de su detención.
15. En suma, los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 4, 8(1) y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado, en virtud de la desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán, sin que hasta el momento se conozca su paradero, así como la falta de esclarecimiento judicial de los hechos materia del reclamo.

16. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, los peticionarios alegan que transcurridos más de 18 años desde los hechos, el Estado ha sido negligente en la investigación de los hechos por lo que los recursos internos se encontrarían agotados de conformidad con el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
B.
Posición del Estado
17. El Estado alega que el presente asunto reviste complejidad en vista de que sucedió en un periodo especial del Estado de Derecho en el Ecuador, década de 1990, cuando se estaban implementando reformas socioeconómicas y ajustes estructurales que implicaron también reformas en el Poder Judicial y sus aparatos de administración de justicia.  Señala que en torno a las presuntas violaciones de derechos humanos ocurridas durante esa época, el 3 de mayo de 2007 se creó, mediante Decreto Presidencial, una Comisión de la Verdad para investigar el periodo 1984 – 1988 y otros periodos.

18. Respecto a la participación de agentes del Estado en la desaparición de César Gustavo Garzón, el Estado alega que los peticionarios no han hecho referencias jurídicas formales de las cuales se desprenda la participación de agentes de la Policía Nacional en los hechos del presente reclamo.
19. En cuanto al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, exigido por la Convención Americana el Estado alega que los peticionarios además de presentar su denuncia ante diferentes organismos no utilizó otros procedimientos para exigir las diligencias de investigación.  Concretamente, señala que en el nuevo marco jurídico constitucional existente desde el año 2008 se incorporaron nuevas garantías judiciales a las que los individuos pueden acudir cuando consideren que sus derechos han sido violentados, a saber la acción de protección (artículo 88 de la Constitución de 2008
), la acción por incumplimiento (artículo 93 de la Constitución de 2008
) y la acción extraordinaria de protección (artículo 94 de la Constitución de 2008
).  En vista de lo anterior, el Estado alega que los peticionarios aún tenían a su disposición recursos judiciales que intentar antes de acudir a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
20. Asimismo, el Estado alega que el artículo 19 numeral 17 literal i de la Constitución vigente al momento de los hechos
 establecía el recurso de hábeas corpus, el cual habría constituido el recurso eficiente, sencillo y rápido, que debió haber sido interpuesto ante el Alcalde de Quito y que no fue agotado por los peticionarios.  Al respecto, el Estado alega que la mera denuncia que interpusieron los peticionarios no permitía que se exhiba materialmente a la persona desaparecida ni tampoco que se precautele su vida.
21. En cuanto a la duplicación de procedimientos, el Estado alega que el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas de la Organización de las Naciones Unidas cuenta con funciones de conocimiento, acción y protección y que en vista de que en el presente asunto el Grupo de Trabajo ya inició funciones de investigación por una queja presentada en contra del Estado ecuatoriano, la Comisión Interamericana no podrá tomar conocimiento del caso.

22. El Estado alega que los peticionarios intentan inducir a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para que actúe como una cuarta instancia y asuma las prerrogativas jurisdiccionales del Estado para investigar y sancionar.  Finalmente, con base en las consideraciones anteriores el Estado solicita a la Comisión que declare la petición inadmisible.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
23. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, a quien el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

24. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  En ejercicio de su competencia iura novit curia, la Comisión también toma en cuenta que Ecuador depositó el instrumento de ratificación de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (en adelante “Convención sobre Desaparición Forzada”) el 27 de julio de 2006 por lo que la Comisión tiene competencia ratione temporis respecto de la obligación contemplada en su artículo I.b, en virtud de la naturaleza continuada de la falta de esclarecimiento del alegado delito de desaparición forzada.

25. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

26. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  El artículo 46(2) de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 
c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 

Según el Reglamento de la CIDH, cuando el peticionario alegue la imposibilidad de comprobar el cumplimiento del requisito señalado en este artículo, corresponderá al Estado en cuestión demostrar que los recursos internos no han sido agotados, a menos que ello se deduzca claramente del expediente
.
27. En el presente caso el Estado alega que el reclamo de los peticionarios no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46(1) de la Convención Americana dado que tenían disponibles recursos como la acción de protección, la acción por incumplimiento, la acción extraordinaria de protección y el recurso de hábeas corpus.  Por su parte, los peticionarios alegan que los recursos internos se encuentran agotados de conformidad con el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana en vista de que transcurridos más de 20 años desde los hechos, el Estado ha sido negligente en la investigación de los hechos.
28. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión considera que los hechos expuestos por los peticionarios relativos a la desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán se traducen en la legislación interna en conductas delictivas perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsada por el Estado mismo.

29. La Comisión nota que habiendo transcurrido más de 20 años de ocurridos los hechos materia del reclamo, la investigación penal continuaría en una etapa previa, no se habría establecido responsabilidad penal de ninguna persona y el Estado no ha informado sobre medidas destinadas a llevar a término dicha investigación.  Al respecto, la Comisión observa que como regla general, una investigación penal, debe realizarse prontamente para proteger los intereses de las víctimas, preservar la prueba e incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investigación sea considerada sospechosa.  Según ha señalado la Corte Interamericana, si bien toda investigación penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se detenga o se demore hasta la inutilidad
.

30. La Comisión observa que en cuanto a la efectividad de la acción de protección, la acción por incumplimiento y la acción extraordinaria de protección, estas acciones se habrían establecido en la Constitución promulgada en el año 2008 es decir 18 años después de ocurridos los hechos por lo que no habrían resultado idóneas para resolver el reclamo planteado por los peticionarios.
31. Con relación al recurso de hábeas corpus consagrado en el artículo 19 numeral 18 literal i de la Constitución vigente al momento de los hechos, la Comisión observa que si bien los peticionarios no interpusieron el mencionado recurso alegan haber acudido el día de la desaparición de César Gustavo Garzón ante el Servicio de Investigación Criminal de Pichincha para denunciarla, oportunidad en la cual las autoridades se negaron a recibir la denuncia por lo que acudieron nuevamente el 16 de noviembre de 1990 para interponerla.  La Comisión observa que dicha investigación continúa en etapa preliminar hasta la fecha.  El Estado, en sus alegatos, no hizo referencia a la actividad probatoria adelantada por las autoridades judiciales a fin de identificar a los responsables en la investigación que se estaría aún adelantando.  Al respecto, la Corte Interamericana ha señalado con relación a la obligación de investigar que la misma “debe tener un sentido y ser asumida por el Estado como un deber jurídico y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad”
.
32. Por lo tanto, dadas las características del presente caso, la pendencia de una investigación abierta sin información sobre medidas concretas desde 1990, y el lapso transcurrido desde los hechos materia de la petición, la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana respecto del retardo en el desarrollo del proceso penal interno, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.

33. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46(2) de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46(2), por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.
2. Plazo de presentación de la petición

34. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46(2)(c) de la Convención Americana.  El artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

35. En el presente caso, la petición fue recibida el 8 de noviembre de 1994 y los hechos materia del reclamo se produjeron el 10 de noviembre de 1990 y sus efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, sobre la presunta desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán, así como el hecho de que la investigación se encuentra en una etapa preliminar y por lo tanto estaría pendiente, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación y cosa juzgada internacional 
36. La Comisión toma nota que el Estado alegó la falta de competencia en razón de litispendencia internacional ante el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la Organización de las Naciones Unidas de una queja contra el Estado ecuatoriano por la desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán.  El artículo 46(1)(c) de la Convención dispone que para que una petición sea admitida por la Comisión se requerirá que “la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47(d) de la Convención dispone que la Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación cuando “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional”.
37. La Corte Interamericana ha establecido que
[l] a frase “sustancialmente la reproducción” significa que debe existir identidad entre los casos.  Para que exista dicha identidad se requiere la presencia de tres elementos, a saber: que las partes sean las mismas, que el objeto sea el mismo y que la base legal sea idéntica.  En el presente caso no hay duplicidad de procedimientos
.

38. La Comisión, a su vez, ha sostenido que para que se considere que en un caso hay duplicación o cosa juzgada internacional se requiere que la petición esté siendo considerada, o haya sido decidida
, por un organismo internacional que tenga competencia para adoptar decisiones sobre los hechos específicos contenidos en la petición, y medidas tendientes a la efectiva resolución de la disputa de que se trate
.  La Comisión considera, en virtud de esta norma, que el Grupo de Trabajo antes mencionado no pertenece a la categoría de órganos internacionales cuyo mandato pueda generar la duplicación a la que se refieren los artículos 46(1)(c) y 47(1)(d) de la Convención Americana.  En efecto, se trata de un mecanismo que puede plantear situaciones concretas de desapariciones con los Estados pero no tiene un sistema de casos que tenga como objetivo emitir decisiones que atribuyan responsabilidades específicas.  Además, el Estado no ha presentado antecedentes que permitan establecer que la situación de la presunta víctima en el presente reclamo haya sido aclarada por dicho organismo.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

39. Frente a los elementos presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión encuentra que en el presente caso corresponde establecer que las alegaciones de los peticionarios relativas a la falta de esclarecimiento judicial de los hechos que  rodearon la desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán presuntamente por agentes del Estado, así como la falta de debida diligencia del Estado en la investigación y sanción de los responsables, podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos 4(1), 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.  Asimismo, en aplicación del principio iura novit curia, corresponde a la Comisión establecer la posible responsabilidad del Estado por la presunta violación de los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica y la libertad personal previstos en los artículos 3 y 7 de la Convención en conexión con el artículo 1(1) del mismo Tratado.
40. Asimismo, en aplicación del principio iura novit curia, corresponde a la Comisión establecer la posible responsabilidad del Estado por la presunta violación del artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas en virtud de la naturaleza continua de la falta de esclarecimiento del delito de desaparición forzada con base en lo alegado por los peticionarios respecto a la presunta participación de agentes del Estado en la desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán.
41. La Comisión también considerará iura novit curia en la etapa de fondo, la presunta violación del artículo 5 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de la presunta víctima.

42. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47(b) y (c) de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES
43. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4(1), 8(1) y 25 en concordancia con el artículo 1(1) y en aplicación del principio iura novit curia los artículos 3, 5 y 7 de la Convención Americana y el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en relación con la presunta desaparición de César Gustavo Garzón Guzmán y su esclarecimiento judicial y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. 
44. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 3, 4(1), 5, 7, 8(1) y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1(1) de la Convención y el artículo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.
2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado: Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero, Miembros de la Comisión. 
� El Estado hace referencia al artículo 88 de la Constitución: “[l]a acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación”.  Oficio 13484 de la Procuraduría General del Estado del 14 de abril de 2010, remitido mediante Nota No. 4-2-123/2010 del 16 de abril de 2010.


� El Estado hace referencia al artículo 93 de la Constitución: “[l]a acción por incumplimiento tendrá por objeto garantizar la aplicación de las normas que integran el sistema jurídico, así como el cumplimiento de sentencias o informes de organismos internacionales de derechos humanos, cuando la norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue contenga una obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible. La acción se interpondrá ante la Corte Constitucional”.  Oficio 13484 de la Procuraduría General del Estado del 14 de abril de 2010, remitido mediante Nota No. 4-2-123/2010 del 16 de abril de 2010.


� El Estado hace referencia al artículo 94 de la Constitución: “[l]a acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado”.  Oficio 13484 de la Procuraduría General del Estado del 14 de abril de 2010, remitido mediante Nota No. 4-2-123/2010 del 16 de abril de 2010.


� El Estado hace referencia al artículo 19 numeral 17 literal i de la Constitución: “[t]oda persona que creyere estar ilegalmente privada de su libertad puede acogerse al Hábeas Corpus. Este derecho lo ejercerá por si o por interpuesta persona, sin necesidad de mandato escrito, ante el Alcalde o Presidente del Concejo bajo cuya jurisdicción se encuentre o ante quien haga sus veces. La autoridad municipal ordenará inmediatamente que el recurrente sea conducido a su presencia y se exhiba la orden de privación de la libertad. Su mandato será obedecido sin observación, ni excusa por los encargados del centro de rehabilitación social o lugar de detención.


Instruido de los antecedentes, el Alcalde o Presidente del Concejo dispondrá la inmediata libertad del reclamante, si el detenido no fuere presentado o si no se exhibiere la orden, o si ésta no cumpliere los requisitos legales, o si se hubieren cometido vicios de procedimiento o, en fin, si se hubiere justificado el fundamento del recurso. El funcionario o empleado que no acatare la orden será destituido inmediatamente de su cargo o empleo sin más trámite por el Alcalde o Presidente del Concejo, quien comunicará la destitución a la Contraloría General del Estado y a la autoridad que deba nombrar su reemplazo. 


El empleado destituido, luego de haber puesto en libertad al detenido, podrá reclamar ante los órganos competentes de la Función Judicial, dentro de ocho días de notificado de su destitución.”  Oficio 13484 de la Procuraduría General del Estado del 14 de abril de 2010, remitido mediante Nota No. 4-2-123/2010 del 16 de abril de 2010.


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia del 29 de julio de 1988, párrafo 64.


� CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97.  Ver también Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr. 93.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 177.


� Corte I.D.H., Caso Baena Ricardo y otros. Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre de 1999. Serie C No. 61, párr. 53.


� Cfr. CIDH. Informe No. 89/05, Petición 12.103, Inadmisibilidad, Cecilia Rosa Núñez Chipana, Perú, 24 de octubre de 2005, párr. 37.  CIDH. Informe No. 96/98, Petición 11.828, Admisibilidad, Peter Blaine, Jamaica, 17 de diciembre de 1998, párr. 40.


� Corte I.D.H., Caso Baena Ricardo y otros. Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre de 1999. Serie C No. 61, párr. 53.





